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TEORÍA GENERAL DE LA CAUSA.

. teoría clásica.

    La doctrina clásica identifica la causa con la finalidad perseguida por los interesados al realizar el negocio.

    Esta causa ser  pues idéntica en todos los negocios de una misma clase y se diferenciaría claramente de los motivos que son extrínsecos al negocio e irrelevantes para su validez.

Sin embargo la teoría clásica quiebra al enfrentarse con la idea de ilicitud. Pues si la causa es siempre la misma y los motivos no surten efecto alguno ¿como se podrá  atacar un negocio por ilícito?.

. teoría objetiva.

    Los autores que la defienden ven a la causa desde un punto de vista objetivo o legal. Así RUGGIERO la define como "el fin económico y social reconocido y garantizado por el derecho.".
    Sin embargo esta tesis no responde a la realidad legislativa ni jurisprudencia y además, como la ocurría a la teoría clásica, obedece del misma defecto ya señalado: la imposibilidad de determinar si la causa es o no licita, frustrando as¡ su función de "control de la legalidad".

. teoría subjetiva moderna.

     Capitant en su celebre monografía "De la causa de las obligaciones" publicada en 1923 , la califico como el fin particular y variable perseguido por las partes.

     Y ante la posible multiplicidad de fines impulsivos, entiende que causa no es cualquier de ellos, sino solo el realmente determinante de la declaración de voluntad.

     Obviamente el principal inconveniente de la teoría es la dificultad de decidir cual ha sido el motivo esencial y primero.

. teorías anticausalistas.

     Ante la dificultad de configurar la causa como requisito independiente, hay autores que niega su autonomía y la integran en otro elemento esencial del negocio: si este es oneroso en el objeto y si es gratuito en el mismo consentimiento.

     Estas teorías no toman en cuenta la misión de la causa como tipificadora del negocio globalmente considerado.

. teorías eclécticas.

     Hoy predominan las tesis eclécticas. Se reconoce en principio el carácter objetivo de la causa, su condición de elemento esencial y si misión de tipificar e individualizar las distintas figuras negociales.

     La causa queda as¡ separada de los motivos. Estos, sin embargo, con causalizados o elevados a la categoría de causa en ciertas ocasiones que luego veremos.

     En esta línea la Sentencia del TS de 25 de Abril de 1960 declara que la causa:


"responde a un concepto objetivo y atiende al fin que se persigue en el contrato por su especial naturaleza.".
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. separa de motivos.
En cuanto a la distinción entre causa y motivos, la jurisprudencia ha reconocido repetidas veces la distinción entre ambos (entre otras muchas ver por ejemplo las de 30 de Enero de 1960 14 de Junio de 1963, 3 de Febrero de 1981) y ha declarado que los motivos en principio son irrelevantes, si bien caben las siguientes excepciones:
1) Cuando los contratantes los elevan a presupuestos determinante del convenio (TS 27 de Diciembre de 1976 15 de Febrero de 1982, 1 de Abril de 1982, 30 de diciembre de 1985, 21 de Noviembre de 1988 y 17 de Febrero de 1989 también entre otras muchas), declarando la de 30 de Mayo de 1995;
"B) Que los móviles o motivos subjetivos de las partes pueden tener repercusión jurídica siempre que sean reconocidos por ambos contratantes que los eleven a condición determinante del pacto concertado por lo que tal obligación de construcción de un hotel no puede calificarse de obligación autónoma ni obligación accesoria sino de condición determinante de la enajenación realizada, por lo que al no cumplirse los motivos elevados a causa en el contrato de compraventa, procede la resolución contractual al amparo del articulo 1124 del Código Civil.".
2) Los motivos adquieren trascendencia cuando se incorporan al contenido de la declaración de voluntad como condición o modo. Así la sentencia de 17 de Marzo de 1956 dice que:
"Los motivos, ordinariamente irrelevantes pasan a tener trascendencia jurídica cuando se incorporan a la declaración de voluntad en. forma de condición, modo etc., constituyen de esta forma parte integrante de la misma; cuando los motivos han sido reconocidos por las partes, hay que darles beligerancia, pues son móviles impulsivos y . determinantes.".
Y en el mismo sentido otras muchísimas sentencias del TS, así por ejemplo las de 22 de Diciembre de 1982 y 30 de Septiembre de 1988.
La de 11 de Abril de 1994 se ocupo de un supuesto en que la parte demandada alegaba no haber podido hacer frente al cumplimiento de un contrato debido a circunstancias de anormalidad personal, por razones de salud y necesidades económicas y declaro que:
".... la recurrente aduce en este motivo unos móviles subjetivos ajenos a la causa jurídica del contrato cuyo cumplimiento se le pide, y aunque se admite la posibilidad excepcional de que esos móviles o motivos personales puedan tener trascendencia jurídica cuando se incorporan a la declaración de voluntad (condición, plazo, modo, etc.), a modo de causa impulsiva o determinante, se requiere para ello que sean reconocidos por ambas partes contratantes y exteriorizados o, al menos, relevantes (sentencias, entre otras, de 17 Marzo 1956, 23 Noviembre 1961, 8 de Julio 1977, 8 Julio y 17 Noviembre 1983). Y es evidente que en el caso debatido aquellas circunstancias personales de la ahora recurrente no se tuvieron en cuenta en el contrato debatido ni resultan probados a juicio de la sala "a quo".".
3) Por ultimo los motivos si son ilícitos se causalizan, determinando así la ilicitud de la causa.
. Art. 1274:

"En los contratos onerosos se entiende por causa para cada parte contratante la prestación o promesa de una cosa o servicio por la otra parte, en los remuneratorios el servicio o beneficio que se remunera y en los de pura beneficencia, la mera liberalidad del bienhechor.".
El precepto es, y con toda razón, muy criticado en cuanto a la clasificación que realiza, pues como dice De Castro (El negocio jurídico); ..."Es difícil encajar en el Art. 1274 el compromiso, la sociedad y la apuesta, e imposible la constitución de dote, las capitulaciones matrimoniales y la partición.".
Y por otro lado señalada el Registrador Tomas de Zumalacárregui Martin-Cordova (Causa y abstracción causal en el Derecho Civil Español) que es difícil aceptar la existencia de los contratos remuneratorios, pues "o el servicio o beneficio que se remunera es jurídicamente exigible, en cuyo caso nos hallaríamos ante un contrato sinalagmático en toda regla, o no lo es, en cuyo caso si que cabría hablar de pura beneficencia.".
Respecto al concepto de la causa, tampoco aclara lo que entender por ella, pues para todo un grupo de contratos, los onerosos por ejemplo, da una misma finalidad causal (la prestación o promesa de una cosa o servicio) cuando lo cierto es que la compraventa, la permuta y el arrendamiento, no tiene tal misma causa sino 3 bien distintas; la transmisión de la propiedad a cambio de dinero, la misma transmisión a cambio de otro bien, o el uso a cambio de contraprestación), es decir que para calificar la causa de estos contratos onerosos habrá que atender al contenido de cada prestación y no a la existencia de una prestación genérica a todo ellos.
Como dice Zumalacárregui (O.P. citada) "lo que distingue al comodato de la donación no es la liberalidad, que esa es común en ambas formas contractuales, sino la concretísima finalidad de esa liberalidad: el uso en el primer caso la propiedad en el segundo.
. Art. 1275.
"Los contratos sin causa o con causa ilícita no producen efecto alguno. Es ilícita la causa cuando se opone a las leyes o a la moral.".
Son varios los problemas que plantea esta precepto:
1) ¿Nulidad o anulabilidad?.
Se parte pues de la nulidad de los contratos con causa ilícita, sin embargo los arts 1300 a 1306 y concretamente el Art. 1305 regula los efectos de "ser ilícita la causa u objeto del contrato" a parece conducir mas bien a la anulabilidad, especialmente al decir en su p 2 que el no culpable podrá reclamar lo que hubiera dado y no estará obligado a cumplir lo que hubiera prometido, pues cuando en este párrafo usa la expresión "podrá reclamar" parece dejar a su arbitrio la subsistencia o no del contrato y consecuentemente la consolidación o no de sus efectos jurídicos.
Sin embargo esta contradicción es solucionada reiteradamente por el TS inclinándose a apreciar la existencia de nulidad, así la Sentencia de 26 de Febrero de 1954 dice que:
"Por ser la causa, elemento esencial con contrato, la razón jurídica que determina la voluntad de cada uno de los contratantes a obligarse para que a su vez queda la otra parte obligada del modo convenido, su falsedad, lo mismo si se simula que si adolece del vicio de error, dará lugar según el Art. 1276 a la nulidad de la relación contractual. Pues que en la causa esta la razón y finalidad fundamentales del consentimiento que los contratantes prestan, no es dudoso que el error que vicie la causa ha de viciar también el consentimiento , que sin aquel no se hubiera manifestado.".
Y en idéntico sentido la Sentencia de 23 de Noviembre de 1961:
"El código regula tanto la causa deficiente como la causa ilícita, y los contratos en que estos defectos concurren son inexistentes, nulos con nulidad absoluta por ausencia de uno de sus elementos esenciales, pero se diferencian en los efectos que puedan producir, ya que los originados por nulidad a consecuencia de ilicitud en la causa los regula el Código incluyéndolos impropiamente en la doctrina de la anulabilidad....cuando se concierta un contrato que persigue un fin ilícito, la Ley no solo lo declara ineficaz, sino que lleva esta ineficacia a sus ultimas consecuencias, como sanción a la conducta antijurídica de las partes.".
Esta jurisprudencia esta refrendada por otras numerosas declaraciones.
Efecto de todo ello serán como dice la Sentencia de 19 de Diciembre de 1951 que :
"la inexistencia de cualquiera de los elementos esenciales del contrato (y por ende de la causa) entraña un defecto insubsanable e imprescriptible y lo mismo la acción o excepción para hacerlo valor".

Gete Alonso (Estructura y Función del tipo contractual, pág. 577) trata de salvar la contradicción diciendo que el articulo 1.305 se refiere no a aquellos contratos sin causa (que por nulos no producirían efecto) sino a aquellos en que "afecta al motivo que se incorporar a la causa"; la falsedad de este motivo daría lugar a que pudiera solicitarse la anulabilidad en el plazo de 4 años. Esta opinión no nos parece admisible por cuanto el motivo habría quedado causalizado.
2) Matización.
Sin embargo esta línea en favor de la nulidad no esta tan clara ni desde un punto de vista jurisprudencial ni mucho menos desde un punto de vista atañente a la "justicia".
El TS basándose en la ilicitud de la causa ha declarado nulos contratos en los que se perseguía una lesión legitimaria o que se habían realizado en fraude de acreedores, así:
1) el concurso de simulación y lesión legitimaria se reputa ilícito por razón de su causa en sentencias, entre otras de 4 y 20 de Abril de 1961.
2) el simple propósito de lesionar derechos legitimarios atenta a la licitud de la causa y origina por tanto un contrato nulo (22 de Marzo de 1961 y 4 de Febrero de 1964).
3) el simple hecho de quedar el vendedor sin bienes con que cubrir la legitima le basta a la sentencia de 8 de noviembre de 1950 para declarar la ilicitud de la causa.
Pese a ello:
1) Como dice el profesor Torralba respecto a las donaciones inoficiosa, por aplicación de los arts 654 a 656 el criterio a seguir será el de su reducción y no el de su nulidad.
2) Respecto a los contratos realizados en fraude de acreedores, dice Peña (Comentario a la sentencia de 26 de Abril de 1962. A.D.C 1962 Págs. 1086 a 1090) que:
"Articulo 1.275 en mano, la intención de defraudar no puede ser la causa del contrato. Si así fuera, todo contrato en fraude de acreedores sería nulo, por ilícito e inmoral, y, por ende, inaplicable la teoría de la rescisión: el articulo 1.290 considera validos este tipos de contratos.".
Y la acción rescisoria del Art. 1294 es de carácter subsidiario.
Por otra parte si el Art. 1298 impone al adquirente de mala fe la obligación de indemnizar daños y perjuicios, siempre que por cualquier causa le sea imposible devolver las cosas recibidas, es indudable que admite la validez de las adquisición y subadquisiciones de buena fe y
que  por  consiguiente  la  rescisión  no  supone necesariamente la nulidad.
3) Respecto a cuando sea ilícita la causa no resulta lógico referir esta ilicitud a la infracción de un concreto precepto o ley, pues en tal caso la nulidad podría lograrse estimando ilícito el objeto y aplicando el Art. 1271 p 3, y por ello la Sentencia de 14 de Diciembre de 1940 dice que:
"lo que caracteriza fundamentalmente la ilicitud de la causa es la lesión de un interés general de orden jurídico o moral.".
O sea no de un precepto legal determinado o de una norma concreta.
. Art. 1276.

"La expresión de una causa falsa en los contratos dará lugar a la nulidad si no se probase que estaban fundados en otra verdadera y licita.".
También aparece esta norma opuesta al Art. 1301 que regula los efectos de los contratos en que interviene "falsedad en la causa" y como respecto al Art. anterior el TS se ha inclinado abiertamente por la declaración de nulidad, diciendo entre otras muchas la sentencia de 21 de Marzo de 1956 que:
"La causa falsa, propiamente dicha, o causa putativa, que se supone existe en las partes, no dándose en realidad, se confunde con la inexistencia de la causa y produce, por tanto, la inexistencia del contrato.".
. Art. 1.277.
"Aunque  la causa no  se  exprese  en el contrato, se presume que existe y que es licita mientras el deudor no pruebe lo contrario.".
Y respecto a este precepto dice la Sentencia de 3 de Febrero de 1973 que:
"...no sirve para fundamentar la pretendida existencia en nuestro sistema del negocio jurídico abstracto, estando limitado su alcance al solo y exclusivo valor de una presunción, siendo un precepto de carácter predominantemente probatorio y procesal.".
Sin embargo tal presunción no tiene un rango absoluto y como dice Federico de Castro (El negocio jurídico, EDT Cívitas pág. 237);
"... las dichas presunciones pueden ser eliminadas por cualquier medio de prueba, y contrarrestadas con presunciones de hecho, a las que pueda dárseles tal valor, conforme a las reglas del criterio humano (Art. 1.253). La presunción de que un pagaré tenga causa verdadera y lícita se reduce al mínimo cuando, ante las alegaciones verosímiles en contra del demandado, el actor no intenta probar la causa y se limita a escudarse en el articulo 1.277.".
En esta línea la Sentencia del TS de 22 de Febrero de 1946 para estimar la falta de causa se basa en la "fácil prueba" que respecto a ella hubiera tenido el litigante que al amparo del articulo 1.277 no la concreta.
Y la de 7 de Junio de 1993 admite que su carencia pueda acreditarse:
"por cualquiera de los medios que se enuncian en el Art. 1215 del Código Civil e incluso a través de las manifestaciones de los interesados en sus respectivos escritos (sentencias entre otras de 25 de Junio de 1969, 20 de Diciembre de 1983 y 2 de Febrero de 1984) o por medio de meras presunciones que lleven a la convicción del juzgador (sic) la falta de seriedad del contrato y la concurrencia en el mismo del tercero de los requisitos del Art. 1261 del Código civil, con lo que entraría en juego lo previsto en el Art. 1275 del propio cuerpo legal (S. 26 de Febrero de 1987).".
Aun no expresando la causa en el contrato Escriba de Romaní sostuvo que al presentarse demanda, debía forzosamente concretarse en ella por el actor, cual fuese tal causa. Ciertamente esta podrá ser determinante en algunos supuestos de la competencia jurisdiccional (arrendamientos o pensiones entre parientes), sin embargo no creemos que fuera de tales casos venga el demandante obligado a realizar declaración alguna respecto a la misma.
. problema de la desaparición ulterior de la de causa.

Según el Art. 1.275 la falta de causa produce la nulidad del negocio.
Esto lleva a algunos autores a considerarla un elemento inseparable de la relación negocial, mientras esta dura y en consecuencia atribuyen efectos decisivos a su desaparición durante el periodo de cumplimiento del contrato, así:
1) Capitant, en la monografía antes citada, entiende que la condición resolutoria tacita y la "esceptio non adimpledi contractus" de las obligaciones recíprocas tienen su fundamento en la desaparición de la causa al incumplirse la obligación correlativa.
2) Lanel relaciona la cláusula "rebus sic stantibus" con las ideas de bilateralidad y equilibrio de intereses, que actúan como causas en los contratos onerosos.
3) Oertmann, en dirección similar, fundamenta la posibilidad de revisar el negocio diciendo que la desaparición de la causa altera la base del negocio jurídico.
El TS se ha ocupado de este problema en su interesante sentencia de 20 de Abril de 1994 donde separa entre modificación contractual en base a la cláusula rebus sic stantibus, y desaparición de la relación contractual existente por desaparición de la causa. El supuesto era el siguiente: "A" arrendó a "B" un yacimiento para la extracción de guijarros que al cabo de poco tiempo se agoto por completo, "B" dejo de satisfacer el alquiler, que le fue reclamado por "A", frente al cual a su vez "B" ejercito reconvención solicitando la resolución del contrato. Y el TS declaro:
"Siendo la causa la finalidad común perseguida por los contratantes, cuando la misma no se mantiene durante el tiempo de duración de la relación contractual en virtud de acontecimientos imprevisibles para las partes en el momento de su perfección, no puede sostenerse jurídicamente el entramado de derechos y obligaciones que forman su contenido so pena de autorizar enriquecimientos a todas luces injustificados. No es que haya que moderar equitativamente el contrato, dejándolo subsistente, en virtud de la doctrina de la cláusula "rebus sic stantibus", porque carece de sentido que si la prestación de una de las partes se ha hecho imposible, la otra tenga que cumplir la suya aun de forma mas reducida. Tal doctrina solo es aplicable en caso de notorio desequilibrio entre las prestaciones, no en caso de ausencia de una de ellas.
La imposibilidad de la prestación no solo puede ser física o legal, sino económica como cuando no produce ningún beneficio al que ha de recibirla, o cuando, como ocurre en el caso litigioso, es totalmente ruinosa para él recibirla. Existe entonces una frustración del fin del contrato, que impide  jurídicamente  su mantenimiento y faculta para resolverlo.".
Y más adelante añade:
"El influjo de circunstancias sobrevenidas e imprevistas en la vida del contrato no ha dejado de ser considerado por la jurisprudencia de esta Sala, aparte de su aceptación de la doctrina de la cláusula rebus sic stantibus. Ha considerado ejercitable la facultad de resolución cuando existe un hecho obstativo que de modo absoluto, definitivo e irreformable impide el cumplimiento (Sentencia de 22 octubre 1985 y las que cita), y cuando la prestación pactada no responde a la finalidad para cuya consecución se concertó el contrato, frustrándose la misma (Sentencias de 3 Noviembre y 9 Diciembre 1983 y 27 octubre 1986 y las que citan). Por eso es extravagante el recurso a la cláusula "rebus sic stantibus", si hay una frustración total del fin del contrato. Ahora bien, la resolución contractual, por incidir en un contrato con prestaciones recíprocas de tracto sucesivo, no tiene efectos retroactivos, pues las realizadas hasta el acaecimiento que legitima para pedir la resolución han tenido su propia causa, han cumplido la finalidad perseguida.".
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. concepto.

     La teoría de los negocios abstractos aparece en Alemania, a principios del siglo XIX al sostener Savigny que para la efectividad de un traspaso de propiedad, basta y sobra con la voluntad de las partes de adquirir y transmitirla, sin necesidad de apoyarse en acto, contrato o causa alguna de carácter previo.

     Si efectivamente existían y eran válidas esas dos voluntades no se veía razón alguna para buscar otros apoyos causales.

     Así podrán separarse o aislarse los efectos del negocio de la causa del mismo.

     Con ello se simplificaban los actos jurídicos y se daba rapidez a su ejecución forzosa por parte de los tribunales.

     La abstracción ser  absoluta cuando a pesar de la falta de causa, la validez del negocio jurídico abstracto suponga la definitiva firmeza de sus efectos.

     Será  relativa si el negocio se considera valido, pero se procura remediar los posibles resultados injustos producidos por la falta de causa concediendo a la parte perjudicada una acción por enriquecimiento.

     En todo caso conviene no olvidar que ninguna relación guarda la abstracción procesal con la abstracción del negocio jurídico, en aquella y para un proceso concreto el juez no entrara a conocer de las excepciones que entre si puedan oponerse las partes y dictara sentencia, luego revisable en procedimiento ordinaria, en el que si podrán alegarse estas excepciones. Por contra si la abstracción no se limita a ser procesal sino de fondo el Juez en ningún caso podrá  pronunciarse sobre la excepciones alegadas por las partes.

. posibilidad en nuestro derecho.

     Los argumentos que se esgrimen en pro de la admisibilidad de los negocios abstractos en nuestro derecho con sus correspondientes refutaciones son:

     1) el principio de autonomía de la voluntad del Art. 1.255. Pero este precepto hace referencia al contenido del negocio y no a su estructura, pues para esta se refiere la concurrencia de las "condiciones esenciales" y obviamente entre estas se encuentra la causa conforme al Art. 1.261 visto.

     2) La abstracción viene establecida en el Art. 1.277 (la causa se presume). Pero esta es una simple abstracción procesal de finalidad probatoria. Este  ámbito no admite los negocios abstractos, antes bien, es un reconocimiento explícito de la importancia de la causa en nuestro derecho, ya que, si las partes no la expresan, la ley la presume, salvo prueba en contrario.

     3) La existencia de varios negocios que son calificados por la doctrina como abstractos, así:


a) la "traditio" . Pero en realidad esta figura no es un negocio sino un acto real de desplazamiento posesorio.


b) Las adquisiciones a "non domino". Pero realmente cabe decir que no responden al mecanismo de la abstracción, sino al de la protección a la buena fe de terceros.


c) en materia de títulos valores, mas en concreto en lo referente a la letra de cambio, si bien hay que tener en cuenta que nuestra legislación excluye toda idea de abstracción en las relaciones inter partes.


d) Al reconocimiento al que en ocasiones solo se le ha atribuido el valor de invertir la carga de la prueba, as¡ la sentencia  del TS de 8 de Marzo de 1956 ("surtiendo el contrato que no la exprese exactamente los mismos efectos que el causal, mientras no se pruebe que la causa no es licita o no existe") o la de 13 de Junio de 1959.

     Criterio que confirma, aunque ampliándolo la sentencia de 27 de Noviembre de 1991 al considerar que el reconocimiento de deuda tiene efectos meramente probatorios si se realiza en forma abstracta y constitutivos si esta se expresa, postura ratificada por la de 24 de Octubre de 1994 al otorgarle;


"...efecto probatorio si se hace de manera abstracta y también constitutivo si se expresa su causa justificativa (Sentencias de 8 marzo 1956, 13 Junio 1959, 3 Febrero 1973, 9 Abril 1980 y 3 Noviembre 1981".

      A su vez la de 22 de Julio de 1996 (A 5566), declara;


"La sentencia de 28 Marzo 1983 recoge la doctrina de esta Sala, reiterada en Sentencias posteriores como las de 20 noviembre 1992 y 11 marzo 1993 acerca del reconocimiento de deuda afirmando que: "con independencia de la cuestión referente a la naturaleza jurídica del reconocimiento de deuda bien se le conceptúe como un negocio de fijación o se le califique de verdadero contrato, pare claro que si la declaración recognoscitiva se contiene en un pacto dirigido a establecer una situación de deuda, revestir  índole contractual, con las legales consecuencias en orden a su nulidad en los casos de inexistencia o de ilicitud de causa, ya que, según la mas autorizada doctrina científica, no es defendible en nuestro ordenamiento positivo la tesis que atribuye valor constitutivo al reconocimiento de deuda, a manera de fundamente autónomo de la obligación, suficiente para que el acreedor as¡ proclamado reclame sin controversia posible la efectividad de la prestación por atribuírsele al negocio carácter abstracto, antes bien ha de entenderse que el reconocimiento sin expresión causal se rige por el Art. 1277 del código civil, pero asimismo le es aplicable el Art. 1275, lo que en definitiva se traduce en una abstracción meramente procesal (no material de la causa, cuyo efecto consiste en la inversión de la carga probatoria.... por lo que es obvio que no cabe prescindir de lo imperativamente dispuesto en los arts 1261 número 3º y 1275 ya citado, sobre la necesidad de la causa para la existencia del contrato, de manera que su falta sería causa de ineficacia negocial una vez destruida por cualquier medio de prueba la presunción que el Art. 1277 establece.....".


e) Respecto a la confesión judicial o extrajudicial conviene recordar lo que decían las Partidas:

"que si algunos conocen fuera de juicio, que deben dar maravedis u otra cosa a otro, e non dicen señalada razón porque deben dar aquello que conocen, tal conocimiento como este no empece a los que lo facen, ni son tenidos de pagar aquella deuda si non quisieren. Fueras ende si aquel a quien ficieron la conocencia, probase guisada razón, porque gelo querian dar.".


Y es reiteradísima doctrina del TS que la confesión tiene que valorarse conjuntamente con toda la prueba sin que tenga preferencia ni sea un medio de prueba superior a los restantes (10 de Abril de 1957 y 21 de octubre de 1961 entre otras muchas).


Y es que como dice el profesor De Castro: 

"la confesión tiene como finalidad la averiguación de la verdad de los hechos, es decir, que tiene la naturaleza de una declaración de conocimiento y no la de una declaración de voluntad o negocio jurídico.".
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LA TEORÍA DEL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA.

. introducción.

     En derecho romano no había una acción general de enriquecimiento injusto. Antes bien, lo que había era una serie de acciones personales o "condictiones", que se concedían en casos concretos. Tales eran:


1) La condictio indebiti.


2) La condictio causa data causa non secuta.


3) La condictio ab turpem aut iniustam causam.


4) Y por último la "condictio sine causa".

      Además para los supuestos de enriquecimiento indirecto, se concedía al perjudicado la "actio de peculio vel de in rem verso.".

     Este sistema fragmentario paso al derecho común y se recogió en los Códigos latinos, pero con una modificación: por influencia de POTHIER, solo se regula con detalle la acción de repetición de lo indebido, quedando los demás supuestos dispersos en el articulados. El Código español, como luego se ver  sigue este mismo sistema.

     En el código alemán en cambio, el enriquecimiento sin causa es objeto de regulación unitaria al ponerlo en relación con la idea de "negocio abstracto". As¡ se dice que habrá  enriquecimiento injusto, en todas aquellas atribuciones patrimoniales que han surtido efecto a pesar de faltarles una relación obligacional subyacente.

. conveniencia.

     Núñez Lagos, en su monografía "El enriquecimiento sin causa en el Derecho Español", vincula también la figura a los negocios abstractos. Pero, como antes se vio, esta abstracción no es posible en nuestro Derecho. Por ello, si se prueba la inexistencia, ilicitud o falsedad de la causa, el resultado ser  que la transmisión nunca se ha producido, y no proceder  ejercitar la acción de enriquecimiento, sino la reivindicatoria.

     Sin embargo ROCA SASTRE y PUIG BRUTAU, señalan la conveniencia de mantener esta acción de enriquecimiento para los siguientes supuestos:


1) Para los enriquecimientos de pura índole económica, como en el caso de especificación o edificación en suelo ajeno, pues no cabe en ellos hablar de causa, ya que no son consecuencia de un negocio jurídico, sino de un acto simplemente imputable a su autor.


2) Para los supuestos en que sea imposible la reivindicatoria por haber pasado la cosa a manos de un tercero de buena fe, protegido por la ley.


3) También cuando el desplazamiento patrimonial tuvo por objeto cosas fungibles, ya que respecto a estas no cabe ejercitar la reivindicatoria, pues se integran y confunden en el patrimonio del enriquecido.


4) Y por último, para los casos en que la falta de causa no fue originaria, sino sobrevenida. La causa basto, entonces para justificar la transmisión, pero no la conservación de la cosa.

. requisitos.

El TS exige para poder apreciar la figura:

      1) Un enriquecimiento del demandado que puede producirse por aumento de su patrimonio o por no disminución del mismo.

      2) Un correlativo empobrecimiento del demandante, que puede consistir en un daño o en un lucro cesante. Respecto a la necesidad de este empobrecimiento dice la Sentencia de 19 de Abril de 1990 que:

"...la prosperabilidad de la acción de enriquecimiento injusto exige no solo un beneficio obtenido por el demandado, sino también, inexcusablemente, un correlativo empobrecimiento del actor, producido este como consecuencia directa de aquel....".

    Es indiferente que este desplazamiento patrimonial (empobrecimiento del actor y enriquecimiento del demandado) se haya ocasionado con buena o mala fe de las partes, pues como dice la sentencia del TS de 31 de Marzo de 1992:


"La condictio puede surgir por el solo hecho del desplazamiento patrimonial indebido incluso con ignorancia o buena fe por parte del provocador (S 12 de Abril de 1955) ya que la doctrina del enriquecimiento injusto no requiere para su aplicación que exista mala fe, negligencia o un acto ilícito por parte del enriquecido, sino que es suficiente el hecho e haber obtenido una ganancia indebida, lo cual es compatible con la buena fe.".

      3) Inexistencia de causa que justifique ese desplazamiento patrimonial.

      La sentencia del TS de 2 de Enero de 1991 declara causa suficiente la subasta judicial en que el acreedor hipotecario se adjudica la finca hipotecada por precio irrisorio, pues hay tal justa causa;

"...cuando lo resuelto se ampara en una sentencia u otra resolución judicial definidora de derechos entre las partes y siempre motivada, la que, si incurrió en error, puede ser corregida mediante el ejercicio, por la parte que se estime agraviada, de los remedios de fondo y procesales que las leyes tiene establecidos.".


Añadiendo que;

"...no puede considerarse abusivo ni injusto, aquello que corresponde por pacto y por la ley; y cuando el legislador por razones de inter‚s social, tolera consecuencias en casos concretos que puedan lesionar la equidad, lo que en el supuesto debatido no se ha alegado siquiera, los beneficiados indirectamente por ellas no se enriquecen injustamente (doctrina deducida de las sentencias de 27 de marzo de 1958 y 23 de Marzo de 1966).".

      4) Que no haya precepto legal que excluya el ejercicio de la acción. Tal precepto esta contenido, por ejemplo, en el Art. 455, cuando establece que las mejoras de lujo y de recreo no se reembolsaran al poseedor de mala fe, y este solo podrá  retirarlas si al hacerlo no deteriora la cosa.


O indirectamente en la regulación de la compraventa pues como declara la ya citada sentencia de 19 de Abril de 1990:

"el principio del enriquecimiento injusto no es aplicable al contrato de compraventa, por esta excluida de nuestro ordenamiento jurídico la regla del precio justo....".

. efectos.

     Si el desplazamiento patrimonial fue indirecto, para repararlo procede la "actio de in rem verso", recogida por ejemplo, en el Art. 1.765 al hablar del deposito hecho en poder de persona incapaz.

     Pero si el enriquecimiento ha sido causado por un desplazamiento patrimonial directo, el medio de restablecer el equilibrio roto ser  la "condictio" o acción de restitución.

     Sin embargo cuando habiéndose producido este desplazamiento patrimonial directo no sea posible conseguir la devolución de la cosa por haber pasado a manos de un tercero que quede protegido, la reparación consistir  en la devolución de la suma en que se valore el enriquecimiento injusto.

     Y así se pronunció la sentencia del TS de 15 de Noviembre de 1990: A compró un terreno a B no inscribiendo su título en el Registro y edificando acto seguido sobre el mismo una mansión sin llegar a otorgar ni siquiera Escritura Publica de Obra Nueva. Pasado el tiempo el terreno le fue embargado a B y adjudicado en subasta a C por una cantidad irrisoria, C a su vez, tras formalizar la escritura pública de obra nueva (en la que declaraba ser propietario de ella por Accesión) vendió el inmueble a D, quien quedo protegido por la fe publica registral en su calidad de tercero hipotecario sin que su título pudiera destruirse al no haberse conseguido probar su mala fe. "A" consiguió que el Supremo condenara a "C" por enriquecimiento injusto a abonarle la diferencia de valor entre la cifra por la cual se adjudicó el inmueble en subasta y el valor real de la finca en el momento de subastarse.

. acción no subsidiaria.

      El ejercicio de la acción de enriquecimiento sin causa no requiere que previamente se hayan agotado cualesquiera otras vías posibles para obtener la reparación: de este punto concreto se ocupo la sentencia del TS de 19 de Mayo de 1993: "A" suministro materiales para la construcción de unas viviendas en r‚gimen de cooperativa y al ir a cobrarlas se encontró con que esta se había disuelto, adjudicándose los pisos a los cooperativistas, contra los que reclamo las cantidades debidas basándose en la existencia de enriquecimiento injusto y sin ejercitar antes las acciones derivadas de los arts 1902, 1111 y 1291 del C ci, y el TS declaró que:

"El requisito de la subsidiariedad, propio del Derecho italiano, no es unánimemente exigido ni por la doctrina ni por la jurisprudencia española (Vid SS 12-1-1943, 5-1-1956, 28-1-1956 y 22-12-1962), y es posible negar la existencia de dicho requisito como regla general.".

. casos en la legislación.

    En nuestro Derecho están recogidas las siguientes acciones:


1) La acción de restitución del pago de lo indebido en los arts 1895 y siguientes.


2) La "condictio ob causam futuram" en sede de donaciones matrimoniales.


3) El supuesto de ilicitud de la causa en el Art. 1305.


4) La "condictio sine causa" a lo largo del articulado.

. C ci y derecho foral.

     Para finalizar recordemos que conforme al Art. 10 nº 9 del C ci:

"En el enriquecimiento sin causa se aplicará la ley en virtud de la cual se produjo la transferencia del valor patrimonial en favor del enriquecido.".

      Y por último conforme a la Ley 508 de la Compilación Navarra:

"El que adquiere o retiene sin causa de lucro lo recibido de otra persona queda obligado a restituir.
Se entiende por adquisición sin causa la que se ha hecho a consecuencia de un acto ilícito o de un convenio prohibido o que es inmoral para el adquirente, quien queda obligado a restituir lo recibido e indemnizar el perjuicio sufrido sin posible limitación por la perdida fortuita  a no ser que se trate de un incapaz en cuyo caso responder  tan solo del enriquecimiento.
Se entiende que se retiene sin causa cuando se recibió una cosa para realizar una contraprestación que no se ha cumplido o en cobro de una obligación indebida con error por parte del que pago y del que cobro, o cuando se recibido una cosa por causa inicialmente válida pero que posteriormente ha dejado de justificar la retención de lo adquirido.
En estos casos el adquirente esta obligado a restituir su enriquecimiento.".
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